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RESUMEN: La regulacién de los traslados de residuos, tanto los que tienen caréc-
ter transfronterizo como los que se producen en el interior del territorio nacional, viene
condicionada por la necesidad de armonizar dos tendencias de sentido divergente. Una,
la que atiende a la proteccién del medio ambiente, dada la incidencia evidente que los
residuos y su transporte tienen sobre este dmbito. Y la ofra, la que mira al mercado y
al tréfico comercial, puesto que los residuos son también mercancias.
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ABSTRACT: The regulation of waste shipments, both those that are cross-border and
those that occur within the national territory, is conditioned by the need to harmonize
two divergent trends. One, the one that attends to the protection of the environment,
given the evident impact that waste and its transport have on this area. And the other,
the one that looks at the market and commercial traffic, since waste is also merchandise.
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sufficiency.
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I. INTRODUCCION

En muy poco tiempo, en apenas cincuenta afios, los residuos han dejado
de ser un problema de escala local y cardcter coyuntural para convertirse en
un problema de escala global y cardcter estructural (1). Como ha destacado
algon autor, la problemdtica planteada por los residuos constituye una de las
principales manifestaciones de la crisis ambiental ocasionada por el modelo
lineal que tradicionalmente ha dominado, atn hoy, el sistema de produccién
y consumo (2).

Por mds que la jerarquia de residuos en su gestién sitia a la prevencién
en primer lugar, es obvio que evitar por completo la produccién de residuos
resulta imposible. De modo que surge la necesidad de dar a los ya generados
un destino ambientalmente adecuado. Y eso obliga, a la vez, a desplegar
una compleja actividad de gestién; una actividad que desde hace ya algin
tiempo, desde el Ultimo tercio del siglo pasado, ha despertado un notable
interés por parte del Derecho (3). Podemos observar cémo desde ese momento
se ha ido desarrollando un extenso cuerpo normativo que ha situado su centro
de atencién, precisamente, en la ordenacién de las actividades de tréfico y
gestién de los residuos.

Esta intervencién normativa ha sido especialmente intensa en el dmbito de
la Unién Europea y del Derecho comunitario (4). La progresiva implantacién de
la politica comunitaria ambiental ha llevado aparejada la puesta en marcha
de un conjunto de mecanismos juridicos que constituyen lo que se ha dado
en llamar, en general, el sector de los «servicios ambientales» (5). Que ha
tenido una plasmacién concreta, por supuesto, en la esfera de los residuos.
Asi es, la proyeccién de la politica comunitaria ambiental sobre el mundo
de los residuos ha dado lugar a la introduccién de una variada gama de
instrumentos y técnicas juridicas que, orientadas a dar respuesta a la proble-
mdtica ambiental asociada a la produccién de aquellos, se extienden sobre
el complejo conjunto de operaciones que quedan englobadas en la actividad
de gestién de los residuos.

Dicho esto, sin embargo, no debemos olvidar que las diferentes opera-
ciones que comprende la gestién de residuos pueden ser configuradas como

(1) Una visién del origen y evolucién de la problemdtica generada en relacién a los
residuos, desde el punto de vista sanitario, medioambiental y energético, puede verse en R.
SErRrRANO LozaNO, 2013: 731-733.

(2) R.J. Santamaria AriNAs, 2012: 399.

(3) R.J. SanTAMARIA ARINAS, 2007: 143.

(4)  Una exposicién de los origenes y evolucién del Derecho comunitario de los residuos
puede encontrarse, entre ofros, en O. SERRANO PAReDES, 1995: 247-257.

(5) E. Atonso Garcia, 2006: 454-457.
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auténticas actividades de contenido econémico (6). Es mds, vale recordar que la
jurisprudencia comunitaria admite desde hace ya algunas décadas, sobre todo
desde la famosa sentencia «Déchets Wallons» (STICE de 9 de julio de 1992),
la conceptuacién de los residuos como mercancias (7). Y eso implica, por
consiguiente, aceptar que los residuos quedan también sujetos a las diferentes
técnicas juridicas que se ponen al servicio de los principios y libertades bésicas
que rigen el mercado interior europeo, particularmente la libre competencia y
la libre circulacién de mercancias.

Es facil adivinar, pues, el delicado escenario en el que se sitta la actividad
de gestién de los residuos, sobre todo en lo que atafie a las operaciones de
traslado para su tratamiento, que es el resultado de la tensién generada por
la confluencia de dos impulsos contrapuestos, el que proviene de la politica
ambiental y el que responde a los intereses de la politica comercial (8). Como
ha puesto de manifiesto la doctrina especializada, existe una tensién evidente
entre esas dos esferas de la politica de la Unién Europea: por un lado, las
normas comunitarias con frecuencia actdan como obstdculos que impiden o
restringen el libre acceso al mercado; pero a la vez, por otro lado, los merca-
dos abiertos se ven como una amenaza a la proteccién del medio ambiente,
en la medida que implican una reduccién de la intervencién tuitiva de los
poderes publicos. El conflicto parece inevitable. La creacién de un mercado
Unico, o mejor dicho, el propésito de establecer un espacio sin fronteras inte-
riores en el que las mercancias puedan circular libremente, parece abogar a
favor de un proceso liberalizador, de disminucién de la presencia pdblica en
el ejercicio de las actividades econémicas. En sentido opuesto, sin embargo,
la preocupacién cada vez mayor de los poderes piblicos por la proteccién
ambiental, especialmente presente en el sector de los residuos, aboca a un

(6) De acuerdo con el texto de la nueva Ley de residuos y suelos contaminados [art.
2.m)], la gestién de residuos comprende «la recogida, el transporte, la valorizacién y eli-
minacién de los residuos, incluida la clasificacién y ofras operaciones previas; asi como la
vigilancia de estas operaciones y el mantenimiento posterior al cierre de los vertederos. Se
incluyen también las actuaciones realizadas en calidad de negociante o agente».

(7) La configuracién de los residuos como mercancias empezé a ser aceptada en rela-
cién con los aceites usados (STICE de 10 de marzo de 1983); mds tarde se extendié a los
residuos agricolas (STICE de 6 de octubre de 1992); y finalmente, a partir de la sentencia de
9 de julio de 1992, acabé por admitirse respecto de todas las clases de residuos.

(8) B. Trias Prats, 2017: 291-294, nos ofrece una sintética visién de cémo ha evolucio-
nado esta confluencia de intereses, desde los primeros tiempos, en que las decisiones comuni-
tarias tuvieron como objetivo prioritario establecer y garantizar el funcionamiento del mercado
comun, evitando la existencia entre los Estados miembros de las llamadas «barreras verdes»,
hasta las épocas mds recientes, en las que las preocupaciones ambientales y las objetivos de
esta politica han ido ganando un protagonismo cada vez mayor, sobre todo a partir del Acta
Unica Europea; y de cémo aquella evolucién se ha ido plasmando en las principales normas
comunitarias —reglamentos y directivas— relativas a los residuos.
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proceso intervencionista que se manifiesta en una intensificacién de la actividad
reguladora de la gestién de los residuos (9).

Estas son las complejas coordenadas que enmarcan el régimen comunitario
de la gestién de los residuos, y de manera particular el régimen que afecta a
las operaciones de traslado de los residuos en el interior del mercado europeo.
Pero también son las que enmarcan el régimen de nuestro ordenamiento juridico
inferno. Y no solo por la obvia influencia que ejerce sobre el mismo el Dere-
cho comunitario, que es de sobras sabida y que podremos ver mds adelante.
Sino porque en el mercado intraestatal igualmente se puede observar aquella
tensién o confluencia de impulsos contrapuestos a la que antes aludiamos (10).

En fin, aquellas coordenadas son las que nos marcan la perspectiva desde
la cual se debe contemplar y examinar nuestra normativa de los residuos. Y
en especial la que regula el régimen de su traslado.

Il. TIPOS DE TRASLADOS Y NORMATIVA APLICABLE
1. Los distintos supuestos de traslado de residuos

La nueva ley de residuos y suelos contaminados para una economia
circular, igual que ya hiciera su antecesora, dedica dos articulos a la regu-
lacién de los traslados de residuos, ahora los articulos 31 y 32, que son los
que forman la seccién 4° del capitulo Il del titulo Il (11). Y, de igual manera

(?) J.J. PernAs Garcia, 2001: 601.

(10) La exposicién de motivos del Real Decreto 553/2020, de 2 de junio, por el que
se regula el traslado de residuos en el interior del Estado, alude expresamente a la necesidad
de mantener la unidad de mercado dentro de la estricta observancia de las normas sobre
proteccién del medio ambiente, y de acuerdo con el principio de libre circulacién de mercan-
cias. Mds explicito ain, el anterior y derogado Real Decreto 180/2015, de 13 de marzo,
proclamaba abiertamente en su exposicién de motivos que «los residuos son mercancias,
por lo que estdn sometidos a las reglas de la libre circulacién y al principio de la unidad de
mercado»; no obstante, reconocia también que se trata de mercancias «con caracteristicas
especificas», dotadas de «algunas singularidades», que hacen que su ciclo de vida tenga
importantes implicaciones desde el punto de vista medioambiental, razén por la cual «deben
quedar también sometidos a las normas sobre proteccién del medio ambiente». La dualidad
entre mercado y medio ambiente queda plasmada en la exposicién de los titulos competen-
ciales sobre los que se base el Real Decreto 553/2020: i) de un lado, el articulo 149.1.13
CE, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre las bases y coordinacién de la
planificacién general de la actividad econémica; y, de otro lado, el articulo 149.1.23, que
reservas al Estado la competencia para dictar la legislacién basica en materia de proteccién
del medio ambiente.

(11) El titulo Il de la Ley estd dedicado a la «produccién, posesién y gestién de los
residuos»; el capitulo Il es el que se ocupa particularmente de la «gestién de los residuos», y
dentro de este la seccién 4° tiene por objeto el «traslado de residuos».
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que la ley precedente, la distribuciéon de la regulacién entre ambos preceptos
obedece al distinto alcance que tenga el traslado de residuos, distinguiéndose
segln que este se produzca en el interior del territorio nacional o bien tenga
su origen o destino en terceros paises.

El primero de los preceptos citados es el que establece el régimen de los
traslados de residuos en el interior del territorio del estado espafiol, o lo que
es lo mismo, los traslados entre las diferentes comunidades auténomas. Aunque
hay que destacar, como novedad, que en el dltimo apartado del articulo se
hace también una referencia especifica —en los términos que més adelante
veremos— a los movimientos de residuos que se produzcan en el interior del
territorio de cada comunidad auténoma.

Por su parte, el segundo de los preceptos citados es el que se ocupa de
los movimientos transfronterizos, o sea, de la entrada y salida de los residuos
del territorio nacional. Se comprenden aqui todos los traslados que tengan
como origen o destino un pais tercero, sea o no un Estado miembro de la
Unién Europea.

2. La normativa aplicable a los distintos tipos de traslado de
residuos

Los traslados de residuos a los que se refieren los articulos 31 y 32 de la
Ley quedan sometidos a un distinto régimen o normativa aplicable.

Para los segundos que hemos mencionado, los traslados transfronterizos
(art. 32), la Ley nos recuerda que estos quedan sujetos a las prescripciones
impuestas por el Reglamento (CE) 1013/2006 del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 14 de junio, relativo al traslado de residuos (12), a las prescrip-
ciones contenidas en el Reglamento (CE) 1418/2007 de la Comisién, de 29
de noviembre de 2007 (13); también, por supuesto, a todas las recogidas en
las demds normas de la Unién Europea, particularmente las contenidas en la

(12) Hay que fener en cuenta, a efectos arancelarios y de estadistica, el Reglamento de
Ejecucién (UE) 2016/1245 de la Comisién, de 28 de julio de 2016, por el que se establece
una tabla de correspondencias preliminar entre los cédigos de la nomenclatura combinada
contemplados en el Reglamento (CEE? 2658/87 del Consejo y los cédigos de residuos inclui-
dos en los anexos Ill, IV y V del Reglamento (CE) 1013/2006 del Parlamento Europeo y del
Consejo relativo a los traslados de residuos.

(13) Reglamento (CE) 1418/2007, de la Comisién, de 29 de noviembre de 2007,
relativo a la exportacién, con fines de valorizacién, de determinados residuos enumerados en
los anexos Il o lllA del Reglamento (CE) 1013/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo,
a determinados paises a los que no es aplicable la Decisién de la OCDE sobre el control de
los movimientos transfronterizos de residuos. Este Reglamento ha sido recientemente modificado
por el Reglamento (UE) 2021/1840 de la Comisién, de 20 de octubre de 2021.
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denominada «Directiva Marco de Residuos» (14); y, en Gltimo lugar, a las que
resultan de los Tratados internacionales de los que Espafia sea parte, entre
los que hay que destacar de manera especial el conocido como Convenio de
Basilea (15).

El Reglamento de 2006 constituye sin duda la principal norma de refe-
rencia en la materia. Y su aplicacién se extiende, no solo a lo movimientos
que se realicen entre Estados miembros, ya sea en el interior de las fronteras
de la Unién Europea o con trédnsito por terceros paises, sino también, como
se encarga de poner de manifiesto la propia norma comunitaria (art. 1), a los
traslados de residuos de alcance extracomunitario. O sea, a los traslados de
residuos importados en la Comunidad de terceros paises, a los exportados de
la Comunidad a terceros paises y a los residuos en trénsito por la Comunidad
que van de un pais tercero a ofro.

En cuanto a los traslados de residuos en el interior del territorio nacional
(art. 31), hay que distinguir en este punto dos situaciones posibles: por un
lado, los traslados que se efectéan desde una comunidad auténoma a otrg;
y de oftro lado, los movimientos de residuos que tienen lugar exclusivamente
dentro del territorio autonémico.

(14) Directiva 2008/98/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de noviembre
de 2098, sobre los residuos y por la que se derogan determinadas directivas. Esta Directiva
ha sido modificada por la Directiva (UE) 2018/851 del Parlamento Europeo y del Consejo,
de 30 de mayo de 2018.

(15) Convenio de Basilea, de 22 de marzo de 1989, sobre el control de los movimien-
tos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminacién. Espafia aprobé y ratificé el
Convenio en el afio 1994 (Instrumento de ratificacién de 7 de febrero de 1994). Ya antes,
en 1993, la Comunidad Europea se habia adherido al mismo (Decisién 93/98/CEE). Sobre
el Convenio de Basilea puede verse, entre una extensa bibliografia, R. Martin MaTeO y J.
Rosa Moreno, 1993: 87-128. El Convenio de Basilea ha ejercido una influencia decisiva
en la evolucién de la normativa comunitaria. Como ha destacado la doctrina, el Convenio
adopta un planteamiento que muy poco tenia que ver con la posicién de libre circulacién de
residuos expresada por la normativa comunitaria de la época (Directiva 84/631/CEE del
Consejo, de 6 de diciembre de 1984, relativa al seguimiento y al control en la Comunidad
de los traslados transfronterizos de residuos peligrosos). En realidad, el Convenio adopta
un posicionamiento inverso al de la normativa europea de entonces, es decir, parte de la
restriccién a los traslados, como regla general, y regula de manera detallada las causas
que justifican la admisién de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y otros
desechos. Segin O. SerraNO PareDEs, 1995: 251, la divergencia de planteamiento entre el
Convenio de Basilea y la normativa comunitaria de aquel momento podria ser una de las
razones que explicaria porqué la Comunidad tardé tanto en adherirse al Convenio. No lo
hizo hasta el afio 1993, momento en el que precisamente se aprueba el Reglamento (CEE)
259/1993 del Consejo, de 1 de febrero de 1993, sobre la vigilancia y el control de los
traslados de residuos en el inferior, a la entrada y a la salida de la Comunidad Europea.
Este Reglamento adopta un enfoque mucho mds acorde con el del Convenio de Basilea. Y
la misma filosofia es la seguiria después el Reglamento que lo sustituyo, el de 2006, que es
el que se mantiene adn hoy en vigor.
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La Ley establece que ambos tipos de traslados se regirén por lo previsto
en la propia norma legal. El apartado 1 del articulo 31 se refiere en general
a «los traslados de residuos en el interior del Estado», sin hacer ningin tipo
de distincién. Las previsiones del articulo 31, por lo tanto, son aplicables a
unos y ofros traslados, aunque es cierto que una buena parte de las mismas
estdn pensadas o hacen Unica referencia a los traslados entre comunidades
auténomas.

Como se sabe, la Ley es la encargada de incorporar a nuestro ordena-
miento interno las prescripciones del Derecho comunitario, particularmente las
previstas en el Reglamento de 2006. Sin embargo, no hay ninguna llamada
a la aplicacién directa de esta norma europea, al contrario de lo que hemos
visto que si sucede en el caso los traslados transfronterizos. Pero ello tiene una
facil explicacién, que es de sobras conocida, la misma que ya se planteaba
bajo la vigencia de la anterior ley: el Reglamento de 2006 no es aplicable a
los traslados realizados exclusivamente en el interior de los Estados miembros.

A decir verdad, esta Gltima afirmacién no es del todo correcta. El Regla-
mento comunitario contiene un precepto (art. 33) dedicado especificamente a
los traslados en el interior del territorio de los Estados miembros. Y si bien es
cierto que el precepto dispone que serdn los propios Estados los que establece-
rdn un «régimen adecuado de vigilancia y control de los traslados de residuos
realizados exclusivamente dentro de su jurisdiccién», también lo es que acto
seguido afiade que dicho régimen «deberd tener en cuenta la necesidad de
garantizar la coherencia con el régimen comunitario establecido por los titulos
[l'y Vll». Mé&s ain, el Reglamento prevé que los Estados miembros podrdn
aplicar dentro de su jurisdiccién el régimen establecido en los mencionados
titulos Il'y VII.

En el titulo VII del Reglamento («Otras disposiciones») se contienen deter-
minaciones de distinta indole y alcance general. En tanto que el titulo Il es el
que esta dedicado de manera concreta a regular los traslados en el interior
de la Unién Europea (con o sin trdnsito por terceros paises). Quiere decirse,
pues, que el Reglamento de 2006 impone cierta sujecién a las legislaciones
nacionales. O lo que viene a ser lo mismo, no permite que la potestad de
regulacién de los Estados miembros sea absoluta. Por mds que las normas de
detalle de los traslados intracomunitarios no sean directamente aplicables a
los traslados intraestatales, la coherencia que se requiere entre el régimen de
aquellos y el de estos obliga a que la regulacién de los segundos se tenga
que adecuar a los principios y reglas bdsicas que traslucen las normas de los
primeros.

Por lo demds, la Ley prevé expresamente que la regulacién de los tras-

lados intraestatales serd desarrollada y completada por via reglamentaria.
Actualmente la normativa de desarrollo la encontramos en el Real Decreto
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553/2020, de 2 de junio, por el que se regula el traslado de residuos en el
interior del territorio del Estado. La norma, como se ve, es anterior a la Ley, de
manera que sus disposiciones serdn aplicables siempre que no contravengan
la nueva regulacién legal (16).

Finalmente, hay que volver a algo que habiamos dicho al inicio. El articulo
31 no solo regula los traslados entre comunidades auténomas, sino también
los que se producen en el interior de cada comunidad. Segun resulta de la
Ley, la regulacién de este tipo de traslados corresponde a las propias comu-
nidades auténomas. Ahora bien, eso no significa que no sean aplicables al
caso las reglas del articulo 31. O que estas no hayan de tenerse en cuenta.
Todo lo contrario.

De entrada, hay que recordar que la ley, y en particular el articulo 31,
constituye normativa bésica. Y que algunas de sus determinaciones, es el caso
por ejemplo de las que se refieren al documento de identificacién o al contrato
de tratamiento, tienen un alcance general, es decir, pueden ir asociadas tanto a
los traslados entre comunidades como a los traslados dentro de cada comunidad.
Por lo tanto, la regulacién que haga cada comunidad auténoma de los traslados
interiores no podrd desconocer ni contradecir aquellas determinaciones.

Pero eso no es todo, hay mds. El articulo 31 exige, siguiendo asi la linea
marcada por el Reglamento de 2006, que el régimen de vigilancia y control que
apliquen las comunidades auténomas en el inferior de su ferritorio sea coherente
con lo establecido por el propio articulo 31. Esto significa, por consiguiente, que
una buena parte de las previsiones contenidas en este precepto que en principio
parecen estar pensadas para los traslados entre comunidades, como son sobre-
todo las que se refieren al régimen de notificacién previa y autorizacién de los
traslados de determinados residuos, también deberdn ser respetadas por la regu-
lacién que hagan las comunidades auténomas de los traslados interiores (17).

(16) El Real Decreto de 2020 ha derogado y sustituido la regulacién contenida antes
en el Real Decreto 180/2015, de 13 de marzo. Por su parte, la disposicién final quinta
de la Ley establece un plazo general de cuatro afios, contados desde su entrada en vigor,
para que las disposiciones de desarrollo en materia de residuos (salvo lo que se refieren a
la responsabilidad ampliada del productor; aqui el plazo es inferior) se adapte a las nuevas
prescripciones legales.

(17) En este sentido, el apartado 11 del articulo 31 proyecta el deber de coherencia
en lo que se refiere en especial al régimen del documento de identificacién, del contrato de
tratamiento de residuos y de la notificacién previa. Antes de ahora esta previsién aparecia
contenida en la disposicién adicional segunda del Real Decreto 553/2020, que afiade que: i)
las comunidades auténomas informaran a la Comisién de coordinacién en materia de residuos
del régimen de vigilancia y control que establezcan en su ferritorio; y i) asimismo, remitirdn
al Ministerio para la Transicién Ecolégica y el Reto Demogrdfico la informacién necesaria
para cumplir con las obligaciones de informacién que el Reglamento de 2006 establece en
relacién a los traslados transfronterizos.
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Ill. ENTRADA Y SALIDA DE RESIDUOS DEL TERRITORIO NACIONAL

Si nos ajustédramos estrictamente al orden que sigue el texto de la Ley
deberiamos tratar antes de los traslados en el interior del territorio del Estado
que de los traslados transfronterizos. No obstante, en la medida que la regulo-
cién interna que se haga de los primeros debe estar inspirada y ser coherente
con la de los segundos, particularmente con la que establece el Reglamento
de 2006 para los traslados en el interior de la Comunidad, serd bueno que
nuestra exposicién siga el orden inverso al de la Ley. Conociendo primero cudl
es el régimen de los traslados transfronterizos serd mas fécil comprobar si el
régimen de los traslados intraestatales se adecia o no a las pautas que rigen
la entrada y salida de los residuos del territorio nacional.

1. Remision al Derecho internacional

El primer apartado del articulo 32 contiene una remisién general a la
legislacién de la Unién Europea y a los tratados internacionales como la nor-
mativa que ha de regir, asi se dice, la entrada y salida de los residuos del
territorio nacional y su trdnsito por el mismo. Pero antes que eso, el precepto
de la Ley dirige la remisién a dos disposiciones muy concretas del Derecho
comunitario, los Reglamentos 1013/2006 y 1418/2007.

Estos dos Reglamentos, sobretodo el primero, constituyen la normativa
principal a la cual se han de ajustar los movimientos de residuos que entran
o salen del territorio nacional con origen o destino a terceros paises. Son, por
decirlo de otra manera, las normas que regulan directamente los traslados
transfronterizos. Su aplicacién resulta imperativa. Es obvio. No ya solo por
la naturaleza o categoria de las normas de que se trata. Sino también por la
asuncién plena de su contenido que hace, via la remisién sefialada, nuestra
ley interna.

Asi pues, convendrd conocer, aunque sea de manera sintética, cudles son
las determinaciones mds relevantes contenidas en los citados Reglamentos. Las
que nos interesan de manera especial son las que establece el Reglamento
2013/2006 (18).

(18) El Reglamento 1418/2007 tiene un alcance muy limitado, derivado del Reglo-
mento de 2006, en la medida que se dedica a establecer los procedimientos a seguir en los
casos de exportacién, con el fin de valorizacién, de determinados residuos, los enumerados
en los anexos Ill o IlIA del Reglamento 1013/2006. Siempre y cuando, ademds, se trate de
exportaciones a paises a los que no es aplicable la Decisién C(2001) 107 final del Consejo
de la OCDE, relativa a la revisién de la Decisién C(92) 39 final, sobre el control de los
movimientos transfronterizos de residuos destinados a valorizacién. Y siempre y cuando, claro
estd, la exportacién de los residuos no estuviera afectada por alguna de las prohibiciones
establecidas en el articulo 36 del Reglamento de 2006.
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2. El Reglamento (CE) 1013/2006 del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 14 de junio

El Reglamento de 2006, ya lo dijimos en otro momento, no se limita a
regular los movimientos de residuos entre los Estados miembros, con o sin tran-
sito por terceros paises. Este es sin duda el supuesto al que la norma dedica
mayor atencién. Pero su contenido abarca también otros dos escenarios distin-
tos: por un lado, el de las importaciones a la Unién de residuos procedentes
de terceros paises; y, por otro lado, el de las exportaciones de residuos desde
la Unién a ferceros paises.

A) Traslados en el interior de la Unién Europea (con o sin transito
por terceros paises)

El Reglamento establece un diferente régimen segin cudl sea el tipo de
residuo que se traslada. Y también, tal vez mds importante todavia, segin
cudl sea la operacién de tratamiento a la que se ha de destinar el residuo,
eliminacién o valorizacién. Esta Gltima circunstancia es expresién del principio
de diferencia de trato segin destino que caracteriza la regulacién comunitaria
de los traslados de residuos.

En unos casos, cuando se trata de traslados con fines de valorizacién
de los residuos enumerados en el articulo 3.2., la operacién queda sometida
a los requisitos de informacién general (19). En ofros, en cambio, se afiaden
exigencias adicionales, las de notificacién previa y autorizacién: asi ocurre
siempre que el traslado es con fines de eliminacién, cualquiera que sea enton-
ces el tipo de residuo que se traslada (20), y, si el destino es la valorizacién,
solo cuando se trata de alguno de los residuos sefialados en el articulo 3.1.b).
Como precisién, sefialar que estos mismos requisitos adicionales se aplican
a los traslados de los residuos domésticos mezclados recogidos en hogares
particulares (cédigo LER 20 03 01), independientemente en este caso de que
el destino sea el de eliminacién o valorizacién (21).

(19) También quedan sometidos a estos requisitos los traslados a los que se refiere
el articulo 3.4, esto es, los que afectan a residuos expresamente destinados a andlisis de
laboratorio.

(20) Tal circunstancia se puede explicar sin duda por el hecho de que las operaciones
de valorizacién ocupan el Gltimo nivel en la jerarquia de residuos. La jurisprudencia comuni-
taria se ha manifestado en diversas ocasiones (STICE de 25 de junio de 1998, entre ofras)
sobre el distinto papel que juegan los residuos destinados a valorizacién y los destinados a
eliminacién en el desarrollo de la politica ambiental comunitaria.

(21) ElReglamento (art. 3.5) equipara los residuos domésticos mezclados a los residuos
destinados a eliminacién, en la medida que establece que aquellos quedaran sometidos a
las reglas que rigen el traslado de estos. La equiparacién conecta anticipadamente con las
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El control y vigilancia de los traslados de residuos sometidos a los requisitos
de informacién general se articula a través de dos documentos fundamentales.

Uno es el llamado documento de identificacién, en el que se describen
todos los datos relevantes del traslado (anexo VI del Reglamento: identificacién
y cantidad de residuos, persona que organiza el traslado; importador/destina-
tario, transportista, productor, operacién de valorizacién, etc.). Este documento
debe acompaiiar a los residuos durante el traslado. La Ley de residuos y suelos
contaminados para una economia circular especifica que el documento deberd
remitirse asimismo —por parte del organizador del traslado o del destinatario,
segUn sea el caso— a la autoridad competente en materia de traslados de la
comunidad auténoma de origen o destino, con un antelacién minima de tres
dias naturales antes del inicio del traslado, en el caso de salidas, o dentro del
plazo méximo de tres dias naturales después de la recepcién, si se trata de
entradas. La comunidad auténoma, a su vez, librard el documento al Ministerio
para la Transicién Ecolégica y el Reto Demogréfico (22).

Y el otro documento esencial es el contrato de traslado, que se suscribe
entre la persona que organiza el traslado y el destinatario de los residuos que
se han de valorizar. El contrato lo firma el organizador del traslado antes de
su inicio, y después lo firma el destinatario y la instalacién de valorizacién
cuando se reciben los residuos. Como contenido esencial del contrato deben
figurar las obligaciones que incumben al organizador del traslado o al des-
tinatario para el supuesto de que el traslado o la valorizacién no puedan
llevarse a cabo de acuerdo con lo previsto, o también cuando se trate de un
traslado ilicito (23). Estas obligaciones consistirdn en el deber del organizador
de hacerse cargo de nuevo de los residuos, o bien en el deber, suyo o en su
caso del destinatario, de asegurar la valorizacién de los residuos de un modo

previsiones Directiva Marco de 2008, que ha extendido la aplicacién de los principios de
proximidad y autosuficiencia més allé de los residuos destinados a eliminacién, alcanzado
precisamente a los residuos LER 20 03 01. Todo ello se puede explicar por las especificas
caracteristicas de los residuos domésticos: i) son residuos que se producen cotidianamente
y a nivel local, lo que hace pensar en instalaciones que permitan un tratamiento préximo e
inmediato; y ii) el tratamiento de los residuos domésticos no requiere de unas instalaciones
que sean singularmente especializadas.

(22) Para el caso de traslados desde o hacia terceros paises que no pertenezcan
a la Unidn Europea, la Ley sefiala que la autoridad competente a la que debe remitirse el
documento es el Ministerio para la Transicién Ecolégica y el Reto Demogréfico, sin perjuicio
de que deba presentarse también ante las autoridades aduaneras.

(23) Los articulos 22 a 25 del Reglamento establecen el régimen general de la retirada
de los residuos, que afecta tanto a los traslados que estdn sometidos a los requisitos de infor-
macién general como los que han de sujetarse a las exigencias adicionales de notificacién y
autorizacién. Las reglas que se recogen se aplican en los casos de devolucién de los residuos
cuando el traslado no haya podido llevarse a cabo de acuerdo con lo previsto y también para
los supuestos de traslados ilicitos.
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alternativo, con la previsién adicional, si fuera necesario, del almacenamiento
provisional de los residuos.

En cuanto a los traslados sometidos a las exigencias de notificacién y
autorizacién, aqui como es légico suponer el procedimiento que se sigue es
algo més complejo y la documentacién requerida mayor.

El «notificante» (24) que pretenda trasladar los residuos debe comunicarlo
previamente por escrito a la autoridad competente de expedicién. Dicha comu-
nicacién ha de ser especifica para cada traslado y cédigo de identificacién
de los residuos, pero también se admite que pueda ser general, para varios
traslados, cuando concurran determinadas circunstancias, bdsicamente que los
residuos tengan similares caracteristicas, que se trasladen al mismo destinatario
y a la misma instalacién y que el itinerario de los traslados sea igualmente el
mismo. La comunicacién previa se plasma en dos documentos, el documento
de identificacién y el documento de movimiento, en los que se ha de recoger
informacién sobre toda una serie de aspectos relacionados con el traslado,
que tienen que ver con los sujetos que intervienen, el trayecto, los residuos
que se trasladan y las instalaciones de tratamiento (anexos IA y IB del Regla-
mento; a la vez, se ha de adjuntar a aquellos documentos la informacién y la
documentacién adicionales que sefiala el anexo ll). En este tipo de traslados
es también preceptiva la existencia de un contrato entre el notificante y el
destinatario, que se ha de formalizar antes de la notificacién, y en el que se
han de recoger las obligaciones de las partes —andlogas a las que vimos
antes— para el supuesto de que el traslado sea ilicito o para el caso de que
no hubiera podido llevarse a cabo el traslado, la valorizacién o la eliminacién
del modo que se habia previsto. Por Gltimo, se exige la constitucién de una
fianza o seguro equivalente que cubra, para los mismos casos que acabamos
de mencionar, los costes del transporte, de las operaciones de valorizacién o
eliminacién (incluidas las operaciones intermedias necesarias) y del almacena-
miento de los residuos durante un periodo de noventa dias.

Una vez presentada la notificacién, con todos los datos y documentos
requeridos, la autoridad competente de expedicién la remitird a la autoridad
competente de destino, y a las de trénsito si fuera el caso. No obstante, antes
de efectuar la transmisién la autoridad de expedicién podrd, dentro del plazo
de tres dias hdbiles desde la notificacién, decidir no dar curso a la misma,
cuando aprecie objeciones a la realizacién del traslado por la concurrencia de
alguna de las circunstancias que el Reglamento tipifica en los articulos 11y 12.

(24) El Reglamento define la figura del «notificante» (art. 2.15), que puede coincidir
con distintas personas, segin el tipo de traslado de que se trate y segin la eleccién que se
haga de acuerdo con el orden de personas u érganos enumerados por el propio Reglamento
(productor inicial, recogedor, negociante, agente, etc.).
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Si no hubiera objecién, o seq, si se remitiera la notificacién a la autoridad
competente de destino, estd deberd emitir acuse de recibo y dar traslado del
mismo a las autoridades de expedicién y de transito. A partir de aqui, de la
remisién del acuse de recibo, todas las autoridades implicadas, de origen, destino
y trdnsito, dispondrdn de un plazo de treinta dias para tomar —por escrito y de
forma motivada— alguna de las siguientes decisiones: i) autorizar el traslado; ii)
autorizar el traslado con condiciones, basadas en alguna de las causas previstas
en los articulos 11 y 12; o iii) oponerse al traslado, también por razén de las
causas previstas en los citados articulos. La decisién que adopte cualquiera de
estas autoridades serd comunicada al notificante, con copia a las restantes.

La autorizacién, que se haré constar por las distintas autoridades afec-
tadas en el documento de notificacién, tiene una vigencia de un afio desde
la fecha de su emisién, o desde otra fecha posterior segin se indique en el
referido documento de notificacién. Dentro de este periodo de tiempo se ha
de llevar a cabo el traslado, en la fecha concreta que el notificante, una vez
recibida la autorizacién, consigne en el documento de movimiento. En este
mismo documento las empresas que intervengan en el traslado (transportistas,
por ejemplo) irédn cumplimentando los puntos que afecten a su participacion.

Concluido el traslado, la instalacién de destino confirmard por escrito la
recepcién de los residuos, haciéndolo constar también en el documento de
movimiento. Finalmente, una vez que se haya llevado a cabo la operacién de
tratamiento correspondiente, la instalacién emitird un certificado de valoriza-
cién o eliminacién definitiva de los residuos. Este certificado se incorporard
o adjuntaré al documento de movimiento, y de este se enviard una copia
firmada por la instalacién tanto al notificante como a las distintas autoridades
implicadas en el traslado.

La Ley, a diferencia de lo que hemos visto que sucede con los traslados
sometidos a los requisitos de informacién general, no especifica cuédles sean
a nivel interno, del Estado espafiol, las autoridades de expedicién, destino o
transito a las que se refiere el Reglamento de 2006. No obstante, tratdndose
de traslados intracomunitarios, es decir, traslados con origen o destino en otro
pais de la Unién Europea, o con trdnsito por Espafia en un traslado entre dos
Estados miembros, es facil pensar que la solucién ha de ser la misma que la
prevista para aquel caso. O seq, las autoridades implicadas son las autorida-
des competentes en materia de residuos de las correspondientes comunidades
auténomas. A estas corresponde la autorizacién del traslado, sin perjuicio de
que hayan de dar cuenta después al Ministerio para la Transicién Ecolégica
y el Reto Demogrdfico. Una férmula del mismo estilo si la contempla la Ley en
relacién al caso particular de las entradas en Espafia de residuos procedentes
de otro Estado miembro que estén destinados a incineradoras clasificadas
como valorizacién.
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B) Traslados desde la Unién Europea a terceros paises

El Reglamento establece también para este supuesto un diferente régi-
men segin los residuos exportados hayan de destinarse a eliminacién o a
valorizacién.

En el caso de eliminacién, la regla general es la prohibicién de todas
las exportaciones de residuos desde la Unién Europea a terceros paises. No
obstante, se prevé una excepcién: cuando los residuos destinados a eliminacién
se trasladen a terceros paises que sean miembros de la Asociacién Europea
de Libre Comercio (AELC) y al mismo tiempo parte en el Convenio de Basilea.
En este caso se admite el traslado, salvo, claro estd, que el pais miembro de
destino hubiera prohibido la importacién de los residuos. O salvo también,
esto es importante, que la autoridad competente de expedicién tenga razones
para creer que los residuos no van a ser gestionados en dicho pais de des-
tino de una manera ambientalmente correcta conforme a lo que prescribe el
Reglamento en su articulo 49.

De admitirse el traslado, el procedimiento aplicable es el mismo que el
previsto para los traslados intracomunitarios de residuos destinados a elimina-
cién, con algunas adaptaciones y disposiciones adicionales especificas que el
propio Reglamento se encarga de detallar (art. 35.2 y 3).

Para los traslados a terceros paises de residuos destinados a valorizacién, el
Reglamento no establece una regla general de prohibicién de las exportaciones
como la que vimos antes. Sino que supedita la prohibicién a la concurrencia
combinada de dos factores. El primero estd relacionado con el pais de destino,
que ha de ser un pais no sujeto a la denominada «Decisién de la OCDE» (25). Y
el segundo tiene que ver con el tipo de residuo, en el sentido de que la prohibicién
solo afecta a deferminadas categorias o clases de residuos que el Reglamento
expresamente enumera (art. 36). No obstante, en relacién a esto dltimo, hay que
observar que al final de la mencionada enumeracién el Reglamento incorpora una
especie de cldusula general, en la medida que prevé que, independientemente
de la clase de residuo de que se trate, la autoridad competente de expedicién
podrd prohibir la exportacién cuando tenga razones para creer que los residuos
no van a ser gestionados en el pais de destino de una manera medioambiental-
mente correcta conforme a lo establecido en el articulo 49 del propio Reglamento.

Fuera de la concurrencia de las circunstancias sefialadas, la exportacién
de los residuos es admitida. Es decir, se acepta si los residuos destinados a
valorizacién que se exportan a un pais que no estd sujeto a la Decisién de la

(25) Se refiere a la Decisién C (2001) 107 final del Consejo de la Organizacién para
la Cooperacién y el Desarrollo Econémicos relativa a la revisién de la Decisién C (92) 39
final sobre el control de los movimientos transfronterizos de residuos destinados a operaciones
de valorizacién.
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OCDE no pertenecen a ninguna de las categorias proscritas por el Reglamento.
Este, en sentido inverso, identifica los residuos que si son exportables, concre-
tamente los que figuran en las listas de los anexos Il y llIA, y dispone que su
exporfacién se regird por una reglamentacién especifica. Esta regulacién a la
que se hace remisién es hoy la contenida en el Reglamento (CE) 1418/2007
de la Comisién, de 29 de noviembre de 2007.

Caso distinto, por supuesto, es si el traslado de los residuos se dirige a un
pais que estd sujeto a la Decisién de la OCDE. Aqui el régimen es mucho més
permisivo. El Reglamento de 2006 establece un elenco mucho més amplio de
los residuos que son exportables (26). Y prevé que el procedimiento aplicable
serd el mismo que el establecido para los traslados intracomunitarios, con
algunas adaptaciones y disposiciones especificas que el mismo Reglamento
detalla (art. 38.2, 3y 5).

Por dltimo, hay que sefalar que la Ley de residuos y suelos contamina-
dos, en su articulo 32, recoge una regla especifica que hace referencia a la
exportacién de residuos desde Espafia a terceros paises que no sean miembros
de la Unién Europea. La regla habilita la posibilidad de que la autoridad
competente, el Ministerio para la Transicién Ecolégica y el Reto Demogrdfico,
prohiba el traslado de los residuos. Y lo hace de manera general, sin distin-
guir, a diferencia del Reglamento comunitario, si los residuos estén destinados
a eliminacién o a valoracién. En cualquier caso, la Ley vincula la imposicién
de la prohibicién al cumplimiento de una serie de requisitos y circunstancias.

Comienza diciendo la Ley algo obvio, que la prohibicién deberd esta-
blecerse de forma motivada, y, como novedad afiadida que no estaba en la
redaccién de la ley anterior, «de conformidad con el reglamento comunitario y
el Convenio de Basilea». La mencién a estas dos disposiciones tampoco puede
sorprender, pues ya se sabe que tanto una como ofra se aplican también a los
traslados de residuos a terceros paises.

Dicho esto, la Ley precisa las causas que podran motivar el establecimiento
de la prohibicién a la exportacién.

La primera, cuando exista alguna razén para prever que los residuos no
van a ser gestionados en el pais de destino sin poner en peligro la salud humana
o perjudicar el medio ambiente. Esta previsién enlaza con lo sefialado en el
articulo 49 del Reglamento de 2006, al que vimos que se remiten algunas de las
disposiciones de esta norma que regulan la exportacién de residuos a terceros
paises. La previsién de que los residuos exportados no van a ser gestionados de
manera medioambientalmente correcta constituye para el Reglamento un motivo

(26) Los residuos enumerados en los anexos lI, IlIA, 1B, IV y IVA, los residuos no
clasificados y las mezclas de residuos no clasificadas en una categoria especifica de los
anexos I, IV o IVA.
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que puede servir de base para prohibir la exportacién, entendiéndose por gestion
medioambientalmente correcta, conforme al articulo 49, aquella que garantiza
que la instalacién receptora de los residuos que los ha de eliminar o valorizar
funcionard con arreglo a normas de proteccién de la salud humana y del medio
ambiente equivalentes a las de la legislacién comunitaria. Asi pues, se entiende
que el riesgo de que los residuos exportados no van a ser gestionados de manera
ambientalmente correcta sea para la Ley, siguiendo la linea del Reglamento, una
causa que puede dar pie a la prohibicién. No obstante, hay que advertir que
en el Reglamento esta causa no tiene un alcance general, sino que su juego se
limita a las exportaciones a paises de la AELC, si el destino es la eliminacién, y
a las exportaciones a paises no sujetos a la Decisién de la OCDE, si el fin es la
valoracién. Y, en sentido contrario, hay que destacar también que el Reglamento
impone ciertas prohibiciones absolutas, como la que afecta a los traslados de
residuos destinados a eliminacién a paises que no sean miembros de la AELC.
En estos casos la prohibicién no se configura como una mera potencialidad, que
dependa del riesgo de que la gestién de los residuos resulte medioambientalmente
incorrecta, sino que constituye un impedimento absoluto.

Y la segunda causa que prevé la Ley, novedosa, es la siguiente: cuando
por concurrir alguna circunstancia de las reguladas en los articulos 11y 12 del
Reglamento de 2006 o en el Convenio de Basilea se estime que determinadas
categorias de residuos no debe ser objeto de exportacién. De entrada puede
sorprender la remisién que se hace a los articulos citados del Reglamento comuni-
tario, pues ya sabemos que en ellos se regulan los motivos que se pueden oponer
a los traslados de residuos —destinados a eliminacién y valorizacién— cuando
el movimiento se realiza en el interior de la Unién Europea. La previsién, sin
embargo, no resulta extrafia si se entiende como una regla afiadida a la del
Derecho comunitario. Es decir, que pese a la remisién general que se hace al
Reglamento al inicio del articulo 32 la voluntad de la Ley no es la de circunscribir
estrictamente el régimen de las exportaciones de residuos a terceros paises a
las prescripciones que establece la norma europea para tales casos, sino la de
dar juego —a efectos de la limitacién de los traslados— también a parte de
las reglas que rigen los movimientos intracomunitarios.

C) Traslados desde terceros paises a la Unién Europea

Una vez mds el Reglamento establece una diferente regulacién segin que
los residuos importados hayan de ser destinados a eliminacién o a valorizacién.

Para el primer supuesto, la regla general vuelve a ser la prohibicién de
todas las importaciones, igual que lo dicho para las exportaciones. Pero,
del mismo modo que vimos entonces, la regla de la que ahora se trata tiene
excepciones. Asi, se admite la importacién cuando los residuos procedan de
paises que sean parte en el Convenio de Basilea. O también, en ofro caso,
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cuando procedan de paises con los que la Comunidad, o los Estados miembros
de manera individual, hayan formalizado acuerdos o compromisos bilatera-
les (27). El procedimiento a seguir en los traslados seré el mismo que el previsto
para los movimientos intracomunitarios, con las adaptaciones y disposiciones
adicionales especificas que el Reglamento sefiala (arts. 41 y 42). A destacar
la remisién que se hace al articulo 49 del Reglamento, ya comentado, lo que
supone la posibilidad de objetar cualquier traslado cuando no quede garanti-
zada una gestién de los residuos medioambientalmente correcta.

Cuando se trata de importaciones de residuos destinados a valororizacién,
también en este caso la regla general es la de la prohibicién de todas las
importaciones. Pero de nuevo con excepciones, establecidas en funcién del
origen de los residuos y no de su categoria. Se admite la importacién de los
residuos procedentes de paises sujetos a la Decisién de la OCDE, de paises
que sean parte en el Convenio de Basilea y, en tercer lugar, de paises con
los que la Comunidad, o los Estados miembros de forma individual, hayan
suscrito acuerdos o compromisos bilaterales (28). El procedimiento a seguir es
igualmente el establecido para los traslados intracomunitarios, con las adap-
taciones y disposiciones particulares que prevé el Reglamento. Y de nuevo en
este caso se hace una remisién directa al articulo 49. O sea, que también la
importacién de residuos destinados a valorizacién podrd ser rechazada cuando
no se asegure su gestién medioambientalmente correcta.

Queda decir finalmente que la Ley de residuos y suelos contaminados
establece una regla especifica que hace referencia a la importacién de residuos
a Espafia desde terceros paises que no son miembros de la Unién Europea.
Su texto tiene la misma redaccién que la que ya comentamos al tratar de las
exportaciones desde terceros paises. Lo que se dijo entonces sirve también
ahora, con los ajustes pertinentes.

3. Algunas disposiciones particulares adicionales que establece
la Ley de residuos y suelos contaminados

Més allé de la remisién general que hace el apartado primero del articulo
32 a la legislacién internacional, y de la particular al Reglamento de 2006,
que implica la puesta en juego del régimen que se ha descrito esquemdtica-
mente en el punto anterior, la Ley de residuos y suelos contaminados para una
economia circular contiene algunas otras disposiciones especificas.

(27) El Reglamento acepta asimismo la importacién desde otros paises distintos, con los
que no haya acuerdo o compromiso bilateral, cuando esta ausencia de se deba a circunstan-
cias excepcionales relacionadas con situaciones de crisis, mantenimiento de la paz o guerra.

(28) Lo mismo que se ha dicho en la nota anterior vale para las importaciones desti-
nadas a valorizacién.
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Una de ellas es la que se refiere a la posibilidad de que las autoridades
esparolas, estatal o autonémica, segin que el residuo proceda de un tercer
pais o de un Estado miembro, se opongan a la entrada de residuos destinados
a incineradoras clasificadas como valorizacién cuando la consecuencia del
traslado sea que los residuos nacionales tendrdn que ser eliminados o tratados
de una forma que no se adecue a los planes de gestién existentes. Tal previsién
es la reproduccién en el Derecho interno de la norma contenida en el articulo
16 de la Directiva Marco de 2008.

Otra previsién especifica es la que se establece para una categoria singular
de residuos, los aceites usados. Se dispone que con el fin de dar prioridad a
la regeneracién de los aceites usados las autoridades competentes —estatal o
autonédmica— podrdn restringir su salida de Espafia con destino a instalaciones
de incineracién o coincineracién en base a cualquiera de las causas de oposicién
previstas en los articulos 11y 12 del Reglamento. También esta norma es simple
reproduccién de lo que prevé, en su articulo 16, la Directiva Marco de Residuos.

Son novedosas las determinaciones que recoge la Ley relativas al régimen
aduanero. Y que bésicamente lo que pretenden es lograr la mejor coordinacién
entre el sistema aduanero y el régimen de los traslados de residuos.

Por Gltimo, la Ley incorpora una disposicién que deriva de una regla
clésica, la que establece que los residuos serdn computados, a efectos de la
consecucién de los objetivos de tratamiento, en el lugar de origen. Por ello se
exige que la persona que organiza el traslado ha de recabar en la planta de
destino la informacién necesaria relativa a la eficiencia del tratamiento de los
residuos que traslada. Y que esta informacién luego ha de ser suministrada,
junto con la documentacién requerida para el traslado — en funcién que sea
un traslado sometido al régimen de informacién general o al de notificacién
previa— a la autoridad competente de origen. La falta de aportacién de esta
informacién podrd motivar incluso, en el caso de traslados sujetos a notificacién
previa, la denegacién de la autorizacién del traslado.

IV. TRASLADO DE RESIDUOS EN EL INTERIOR DEL TERRITORIO DEL
ESTADO

1. Concepto de traslado y principio de diferencia de trato segin
destino

El primer pdrrafo del articulo 31.1 establece la definicién de «tras-
lado», entendiendo por tal «el transporte de residuos para su eliminacién o
valorizacién».

De esta definicién, mds también del propio epigrafe que encabeza el
articulo, se desprende que el dmbito de aplicacién del régimen previsto en

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
328 ISSN 1133-4797, XX, Zaragoza, 2022, pp. 311-344



TRASLADO DE RESIDUOS (ARTS. 31 Y 32)

el articulo 31 queda acotado por una doble coordenada. La primera hace
referencia al alcance espacial del transporte de los residuos, que debe quedar
circunscrito al territorio nacional, ya sea el de una dnica comunidad auténoma
o bien implique al de varias. Y la segunda estd relacionada con el destino de
los residuos, o mejor dicho, con la operacién de tratamiento de la que han de
ser objeto, que ha de ser la de valorizacién o la de eliminacién (29).

Esta dltima coordenada es la que determina que ciertas actividades de
transporte, concretamente las que tienen por finalidad el acopio inicial de
residuos, no queden sometidas a las reglas de los traslados intraestatales,
precisamente porque el destino de los residuos no es su eliminacién o valo-
rizacién (30). Pero a la vez esta distincién enlaza con uno de los principios
bdsicos que, segin ya conocemos, caracterizan la regulacién comunitaria del
traslado de residuos, el de diferencia de trato segin el destino de los residuos.

Como se podrd comprobar mds adelante, la Ley, siguiendo la pauta
marcada por el Reglamento de 2006, establece diferencias en el régimen del
traslado de los residuos en funcién de la distinta operacién de tratamiento a la
que estén destinados. Diferencias de las que resulta, como también se podra
ver aqui y ya vimos antes para los traslados transfronterizos, que el régimen
es mucho mds restrictivo, desde el punto de vista de la libre circulacién de
mercancias, cuando se trata de traslados destinados a eliminacién que en el
caso de traslados destinados a valorizacién. Asi se constata perfectamente en
lo que se refiere a los mecanismos o técnicas establecidas para el seguimiento
y control de los traslados de residuos. Pero también, sobretodo, en lo que se

(29) La Ley reproduce la redaccién de la Directiva Marco de 2008 para definir la
operacién de «valorizacién», que configura como «cualquier operacién cuyo resultado prin-
cipal sea que el residuo sirva a una finalidad dtil al sustituir a ofros materiales, que de otro
modo se habrian utilizado para cumplir una funcién particular o que el residuo sea preparado
para cumplir esa funcién en la instalacién o en la economia en general (el anexo lll de la
Ley recoge una lista no exhaustiva de operaciones de valorizacién). Y algo semejante ocurre
con la nocién de eliminacién, aunque aqui la Ley afiade algo mds de precisién: «cualquier
operacién que no sea la valorizacién, incluso cuando la operacién tenga como consecuencia
secundaria el aprovechamiento de sustancias o materiales, siempre estos no superen el 50%
en peso del residuo fratado, o el aprovechamiento de energia» (el anexo Il contiene una
relacién no exhaustiva de operaciones de eliminacién).

(30) Conforme al Real Decreto 553/2020 (art. 1), dentro de los traslados de residuos
destinados a valorizacién o eliminacién se incluyen los que se realizan a instalaciones que
llevan a cabo operaciones de tratamiento intermedio y de almacenamiento. En cambio, quedan
excluidos del dmbito de aplicacién de la norma las actividades de transporte que tienen como
finalidad el acopio inicial de residuos (por ejemplo, el transporte de residuos que realizan las
empresas de instalacién o mantenimiento desde el lugar en el que se producen los residuos
hasta sus propias instalaciones, siempre que sean residuos generados como consecuencia de
su actividad, o, en el &mbito de la logistica inversa, el transporte desde los hogares hasta los
comercios o las plataformas de distribucién). B. Lozano CutanpA y P. Poveba Gomez, 2020:
190, han puesto en duda la fundamentacién juridica de estas exclusiones.
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refiere a la definicién de las causas que permiten, ahora a las comunidades
auténomas, oponerse al traslado.

2. Régimen general y régimen especial de los traslados de resi-
duos

Conforme al planteamiento del Reglamento 1013/2006, la Ley de resi-
duos y suelos contaminados para una economia circular prevé un doble régi-
men, general y especial, para los traslados de residuos, que se aplican en
funcién de la clase de residuos de que se trate y del tipo de operacién al que
hayan de destinarse (31).

En cualquier caso, sea cual sea el procedimiento que se siga, los residuos
trasladados desde una comunidad a otra se computaran en la de origen a
efectos del cumplimiento de los objetivos de gestién fijados por la planificacién
vigente.

A) Documento de identificacién y contrato de tratamiento de resi-
duos

La Ley establece, como requerimiento esencial, que todos los traslados
de residuos deben ir acompafiados, desde el origen hasta el destino, de un
documento de identificacién. Este documento es fundamental a efectos del
seguimiento y control del traslado de residuos. Su contenido se ajustaré a lo
dispuesto en el Real Decreto 553/2020 (anexo lll), ofreciendo informacién
sobre todos los aspectos relevantes implicados en el traslado, sobre la fecha
en que se ha de llevar a cabo, sobre los residuos que se trasladan, sobre
el operador del traslado, sobre el origen y destino del traslado y sobre la
aceptacién del residuo.

El operador del traslado es el encargado de cumplimentar el documento,
entregando después una copia al transportista para que los residuos puedan
ser identificados en todo momento durante el traslado. Al llegar al lugar de
destino, el gestor de la instalacién debe librar al transportista una copia del

(31) Junto a esta regulacién, la Ley establece una previsién especifica para los traslados
de residuos destinados a las instalaciones de incineracién clasificadas como valorizacién.
Conforme a dicha previsién, que reproduce la que ya vimos contenida en el Reglamento
comunitario, y que estd tomada de la Directiva Marco de Residuos (art. 16), la autoridad
autonémica competente podrd oponerse a la entrada de los residuos cuando el traslado tenga
como consecuencia que los residuos producidos en la comunidad auténoma de destino tendrén
que ser eliminados, o también cuando resulte que los residuos producidos en la comunidad
auténoma de destino tendrdn que ser tratado de un modo que no se adecia a los planes de
gestién aprobados.
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documento de identificacién firmada por el destinatario, en la que conste la
fecha de entrega de los residuos y la cantidad recibida. Finalmente, el gestor
de la instalacién remitird al operador, dentro de los treinta dias siguientes
a la entrega, el documento de identificacién completo, haciéndose constar
expresamente la aceptacién o rechazo de los residuos (32).

Junto con el documento de identificacién, hay un segundo documento
imprescindible en todos los traslados de residuos: el contrato de tratamiento.
La Ley no lo menciona, por mds que es una de las piezas clave en el sistema
de traslados de residuos disefiado por el Derecho comunitario. Su exigencia,
no obstante, aparece prevista en el Real Decreto 553/2020, que se encarga
de detallar su contenido. Se trata de un contrato de naturaleza privada que
se ha de suscribir antes del inicio del traslado, entre el operador y el gestor
de la instalacién a la que se destinan los residuos, con el compromiso por
parte de este de tratar los residuos una vez que sean aceptados. Asimismo,
en el contrato se deben indicar las especificaciones de los residuos que se
trasladan, las condiciones del traslado y las demds obligaciones que incumben
a las partes, en especial en el caso de que se produjera el rechazo de los
residuos por parte del destinatario.

B) Notificaciéon previa y autorizacién del traslado

Para algunas operaciones de tratamiento y para algunas clases de residuos
los requerimientos procedimentales se intensifican, con dos exigencias adicio-
nales, las de notificacién y autorizacién previas al traslado. Estas exigencias
l6gicamente no responden a la misma razén de ser que el documento de iden-
tificacién, cuya finalidad es la de ofrecer informacién sobre las caracteristicas
del traslado y permitir su seguimiento y control, sino que aqui el propésito es
diferente, se trata de ofrecer a las administraciones afectadas la posibilidad,
siempre que concurran causas que lo justifiquen, de oponerse a la realizacién

del traslado (33).

(32) Hay que advertir que la Ley no contiene ninguna disposicién que contemple la
manera de proceder ante el eventual rechazo de los residuos por parte del destinatario. Si
se encarga de regular el supuesto el Real Decreto 553/2020, aunque lo hace de una forma
muy esquemdtica e incompleta. Como soluciones al caso se contemplan dos: i) o bien que el
operador retorne el residuo al lugar de origen, acompafidndolo del documento de identifica-
cién en que se hard indicacién de la devolucién; ii) o bien que operador envie los residuos
a ofra instalacién de tratamiento, lo que exigird la formalizacién de un nuevo documento de
identificacién.

(33) A. Ruiz be ApocApa Espinosa, 2015: 515. En este sentido, el articulo 31 de la Ley
se encarga de aclarar que sus apartados 4 y 5, que son precisamente los que enumeran los
motivos de oposicidn, no son aplicables a los traslados que estén exclusivamente sujetos a
los requisitos de informacién general.
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Seguin acabamos de decir, y ya sabiamos por lo visto del Derecho comu-
nitario, la primera coordenada de la que depende la aplicacién del régimen
reforzado es la que conecta con el tratamiento al que se destinen los residuos.
Asi, la Ley impone la notificacién y autorizacién previas al traslado siempre
que los residuos tengan como fin la eliminacién. En cambio, cuando el destino
es la valorizacién, entra en juego entonces la segunda coordenada, la que
se refiere al tipo de residuo, en la medida que la Ley solo exige la nofifica-
cién y autorizacién previas para determinados tipos de residuos: los residuos
domésticos mezclados identificados con el cédigo LER 20 03 01 (34) y los
residuos peligrosos (35). Aunque hay que saber que la enumeracién no consti-
tuye numerus clausus, puesto que la Ley habilita en Gltimo termino que el mismo
régimen se pueda imponer al traslado de los residuos que «reglamentariamente
se determinen» (36).

De lo dicho en la Ley, mas lo que establece el Real Decreto 553/2020,
se desprende el siguiente régimen procedimental aplicable a la notificacién y
autorizacién previas (37). Se trata en todo caso de un procedimiento bastante
sencillo.

(34) La mencién de este tipo de residuos se entiende perfectamente si tenemos en cuenta
lo dispuesto en el Reglamento comunitario 1013/2006, que sefiala que tales residuos serdn
tratados, a efectos del régimen de traslado, del mismo modo que los destinados a eliminacién.

(35) Hay que entender que también quedan sometidos al régimen de notificacién y
autorizacién previas los traslados de residuos que tengan como destino instalaciones de inci-
neracién clasificadas como valorizacién. Por el contrario, la Ley excluye expresamente de este
régimen a los traslados de residuos destinados expresamente a andlisis de laboratorio para
evaluar sus caracteristicas fisicas o quimicas o para determinar su idoneidad para operaciones
de valorizacién o eliminacién.

(36) De entrada no es sorprendente que la Ley se remita al reglamento para la iden-
tificacién de otros residuos que igualmente hayan de someterse al régimen de notificacién y
autorizacién previas. Si que resulta més llamativo que tanto el antiguo Real Decreto 180/2015
como el vigente Real Decreto 553/2020 contengan una previsién idéntica, es decir, una nueva
remisién a la norma reglamentaria.

(37) Recordemos que estos traslados estan igualmente sujetos a las exigencias gene-
rales relativas al contrato de tratamiento y al documento de identificacién. El Real Decreto
553/2020 detalla el curso que ha de seguir el documento de identificacién. Antes de iniciarse
el traslado el operador ha de cumplimentar el documento de identificacién, con la informacién
que detalla la propia norma reglamentaria (anexo I) y de acuerdo con lo establecido en el
contrato de tratamiento. Igualmente antes de iniciarse el traslado, el operador lo debe presen-
tar a la comunidad auténoma de origen, que lo remitird a «eSIR» (plataforma electrénica de
gestién de residuos) para incorporarlo al repositorio de traslados. También el operador debe
entregar una copia al transportista para la identificacién de los residuos durante el traslado,
y «eSIR», por su parte, remitird una copia a la comunidad auténoma de destino y al gestor
de la instalacién a la que se dirijan los residuos. Este Gltimo, una vez entregados los residuos,
dispondré de un plazo méximo de treinta dias, desde la recepcién, para entregar al érgano
competente de la comunidad auténoma de destino el documento de identificacién firmado
y cumplimentado con la informacién relativa a la aceptacién o rechazo de los residuos. La
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Los operadores de los traslados deben presentar una notificacién previa
ante el érgano competente de la comunidad auténoma de origen (con el conte-
nido minucioso que se detalla en el anexo Il del Real Decreto 553/2020) (38).
Y esta, una vez validada la notificacién, se encargard de remitirla al 6rgano
competente de la comunidad auténoma de destino (39). La notificacién se ha
de presentar con una antelacién minima de diez dias respecto de la fecha del
traslado. Hecha la validacién, la comunidad auténoma de origen entregard
un acuse de recibo al operador. A partir de este momento se abre un periodo
de diez dias naturales para que las comunidades auténomas afectadas, tanto
la de origen como la destino, puedan oponerse a la realizacién del traslado,
alegando cualquiera de las causas de oposicién que menciona la Ley. Trans-
currido este plazo sin que se haya manifestado la oposicién, el traslado se
entenderd autorizado y podrd llevarse a cabo (40).

Por 0ltimo, cabe destacar, como novedad que incorpora la Ley, la previ-
sidén de que la notificacién/autorizacién pueda ser suspendida o revocada. Es
decir, que no solo las comunidades auténomas afectadas pueden oponerse al
traslado, sino que también pueden ulteriormente dejar sin efecto la autorizacién,
de forma provisional (suspensién) o definitiva (revocacién), en determinados
casos, cuando concurran las circunstancias previstas por la Ley: i) la identifica-
cién o composicién de los residuos no se corresponde con la notificada; ii) no
se procede a la valorizacién o eliminacién de los residuos de acuerdo con la
autorizacién de la instalacién que realiza la operacién; iii) los residuos van a
ser (o han sido) trasladados, valorizados o eliminados de un modo que no se
corresponde con la informacién contenida en los documentos de identificacién
y notificacién previa; y iv) no se han justificado razonadamente las causas de
fuerza mayor, accidente u otras situaciones de emergencia en el caso de los

comunidad auténoma remitird el documento de identificacién a «eSIR» para su incorporacién
al repositorio de traslados y, a la vez, enviard una copia del documento a la comunidad auté-
noma de origen; y también al gestor de la instalacién (con el cédigo seguro de verificacién),
que a su vez la remitird al operador.

(38) La notificacién ha de ser singular para cada traslado. Aunque también se admite
la denominada «notificacién general», que puede amparar varios traslados durante su periodo
de vigencia maximo de tres afios, y siempre que los residuos trasladados tengan caracteristicas
fisicas o quimicas similares y se trasladen al mismo destinatario y a la misma instalacién.

(39) Conforme prevé el real Decreto 553/2020, la operacién se realiza a través de
la plataforma electrénica de gestién de residuos: la comunidad auténoma de origen remite la
notificacién a «eSIR», donde se validard frente al Registro de produccién y gestién de residuos,
se incorporard al repositorio de traslados y se remitird a la comunidad auténoma de destino.

(40) Cabe la posibilidad, no obstante, de que el plazo de diez dias se suspenda,
cuando los érganos competentes de cualquiera de las comunidades auténomas implicadas
solicite informacién, documentacién complementaria o la subsanacién de errores. Esta sus-
pensién se regird segin lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Comin de las Administraciones Publicas.
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traslados urgentes La comunidad auténoma que suspenda o revoque la autori-
zacién ha de comunicar su decisién al operador y al destinatario del traslado,
y también al érgano competente de la ofra comunidad auténoma implicada.

C) Oposicién al traslado

Dentro del plazo de diez dias siguientes al acuse de recibo de la validacién
de la notificacién las comunidades auténomas de origen y de destino pueden,
ya lo dijimos antes, oponerse al traslado (41). La decisién, en su caso, se ha
de comunicar a la Comisién de coordinacién en materia de residuos (42).
También al operador del traslado y, a través de «eSIR, al érgano competente
de la otra comunidad auténoma. La decisién, por supuesto, ha de ser siempre
motivada, y habrd de basarse en alguna de las causas o motivos de oposicién
que prevé la Ley en los apartados 4 y 5 del articulo 31.

Igual que hace el Reglamento comunitario de 2006, la Ley enumera
separadamente los motivos de oposicién segin que esta se dirija frente a
traslados de residuos destinados a eliminacién (art. 31.4) o traslados con fines
de valorizacién (art. 31.5). Es mds, la Lley ni siquiera se detiene en poner
por escrito el enunciado de aquellos motivos, sino que sefiala cudles son por
remisién directa a los correspondientes preceptos de la norma comunitaria que
los describen. Sin duda esta técnica utilizada afade dificultad al manejo de
las causas de oposicién, méxime si tenemos en cuenta que el Reglamento a
su vez contiene constantes remisiones a ofra norma comunitaria, la Directiva
2006/12/CE (43). Al final el resultado es una doble remisién concatenada que
hace que la identificacién de los motivos de oposicién que se pueden alegar
no resulte una tarea sencilla. Afortunadamente, el Real Decreto 553/2020 nos
ayuda a salvar el obstdculo, desentrafiando el nudo de la doble remisién con la
definicién integra (art. 9) de los diferentes motivos de oposicién que permiten
restringir la circulacién de los residuos en el territorio estatal.

El articulo 31.4 es el que establece las causas de oposicién a los traslados
con fines de eliminacién. Contempla como tales las previstas en los siguientes

apartados del articulo 11 del Reglamento 1013/2006:

(41) La Ley prevé que el plazo de diez dias pueda reducirse a dos en el caso de
trasldados urgentes que estén motivados por razones de fuerza mayor, accidentes u otras
situaciones de emergencia.

(42) Esta Comisién, creada por la derogada Ley 22/2011, se configura como el 6rgano
de cooperacién técnica y colaboracién entre las distintas administraciones competentes en mate-
ria de residuos. Estd adscrita al Ministerio para la Transicién Ecolégica y el Reto Demogréfico.

(43) Directiva 2006/12/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de
2006, relativa a los residuos. Tras la derogacién de esta Directiva, las remisiones a esta se
han de entender hechas a la Directiva Marco de Residuos de 2008. Esta, en su anexo V,
contienen una fabla de equivalencias entre las disposiciones de ambas normas.
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— Apartado b), que habilita la oposicién cuando el traslado o la elimi-
nacién no se ajusten a la normativa interna en materia de proteccién
del medio ambiente, de orden piblico, de seguridad puiblica o de
proteccién de la salud.

— Apartado g), que se refiere a la oposicién basada en el hecho de que
el traslado o la eliminacién no se ajusten a las previsiones contenidas
en la Directiva Marco de Residuos relacionadas con los principios de
proximidad y autosuficiencia (art. 16) o con el contenido de los planes
de gestién (art. 28), teniendo en cuenta las circunstancias geogréficas
o la necesidad de contar con instalaciones especializadas para deter-
minados tipos de residuos. Dentro de este contexto general, que vincula
la oposicién con los principios mencionados y con las deferminaciones
establecidas por los planes de gestion, el Reglamento se encarga de
concretar la causa de oposicién, que podrd consistir: i) en la nece-
sidad de garantizar la aplicacién del principio de autosuficiencia a
escala comunitaria y nacional; ii) en el hecho de que la instalacién
especializada tenga que eliminar residuos procedentes de una fuente
mds préxima y la autoridad competente haya dado prioridad a dichos
residuos; o, iii) en la circunstancia de que el traslado no se ajuste a
lo establecido en los planes de gestién aplicables (44).

— Apartado h), que permite la oposicién cuando los residuos hayan de
ser tratados en instalaciones contempladas en la normativa de preven-
cién y control integrados de la contaminacién pero que no aplican las
mejores técnicas disponibles definidas por dicha normativa

— Apartado i), que basa la oposicién en el dato de que el traslado con
fines de eliminacién tenga por objeto residuos domésticos mezclados

procedentes de hogares particulares (LER 20 03 01).

Conviene recordar que el Reglamento comunitario dispone que los trasla-
dos de residuos domésticos identificados con el cédigo LER 20 03 01 queda-
rdn sometidos a las mismas prescripciones que las que se establecen para los
traslados con fines de eliminacién. Esta equiparacién, sin embargo, no aparece
expresada en la Ley de residuos y suelos contaminados para una economia
circular. En su defecto, convendria aclarar que las causas de oposicién que

(44) El Real Decreto 553/2020 ha trasladado a nuestro ordenamiento interno, con las
debidas adaptaciones, los dispuesto por el Reglamento comunitario, reproduciendo con fotal
exactitud las causas de oposicién que nosotros hemos sefialado con los puntos ii) y iii). En
cuanto a la mencionada en el punto i), que segin el Reglamento se basa en el fin de aplicar
el principio de autosuficiencia a escala comunitaria y nacional, el Real Decreto 553/2020
la concreta del siguiente modo, que mds tiene que ver con el principio de proximidad que
con el de autosuficiencia: cabrd la oposicién al traslado cuando «la red integrada estatal de
instalaciones de eliminacién (...) no sea la mds préxima al lugar donde se generd el residuo».
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menciona el citado articulo 31.4 no solo juegan para los traslados de resi-
duos destinados a eliminacién, sino que también son aplicables en el caso
de traslados con fines de valorizacién cuando se trate de residuos domésticos
mezclados recogidos de los hogares particulares,

Por su parte, el articulo 31.5 es el que recoge las causas de oposicién a los
traslados con fines de valorizacién. En este caso la remisién se hace al articulo
12 del Reglamento comunitario, concretamente a sus apartados siguientes:

— Apartado a), que prevé como motivo de oposicién el hecho de que
el traslado no se ajuste a las previsiones contenidas en la Directiva
Marco de Residuos relacionadas con la jerarquia de residuos (art.
4), la proteccién de la salud humana y del medio ambiente (art. 13,
los planes de gestién (art. 28) o la autorizacién de las instalaciones
dedicadas al tratamiento de residuos (art. 23).

— Apartado b), que permite la oposicién cuando el traslado o la valori-
zacién previstas no se adecten a las prescripciones de la normativa
interna en materia de proteccién del medio ambiente, orden piblico,
seguridad publica o proteccién de la salud.

— Apartado k), que habilita la oposicién cuando resulte que los residuos
trasladados no van a ser tratados de conformidad con las determina-
ciones establecidas por los planes y programas de gestién, con el fin
de garantizar el cumplimiento de los obijetivos fijados en materia de
valorizacién o reciclado.

3. Los principios de proximidad y autosuficiencia

Unos de los pilares bdsicos que definen el régimen comunitario de los
traslados de residuos, sobre el que se fundamentan las restricciones impuestas
por la normativa de residuos a la libertad de circulacién de mercancias, es
el que configuran los principios de proximidad y autosuficiencia. Tales princi-
pios se pueden entender como la manifestacién concreta, referida al dmbito
de los residuos, de uno de los postulados esenciales que inspiran la politica
comunitaria ambiental: el principio de correccién en la fuente misma (art. 191
TFUE). Expresado el significado de aquellos principios de manera muy simple
se puede decir que la autosuficiencia aboga por que cada cual sea capaz de
gestionar correctamente los residuos que genera, y la proximidad, por que los
residuos sean tratados, eliminados o valorizados, en las plantas adecuadas
mds cercanas al lugar de generacién (45). La plasmacién positiva de estos

(45) R.J. Santamaria AriNas, 2013: 261-287. En opinién de T. Preto Awarez, 2014:
91, el principio de proximidad se puede entender como una concrecién o consecuencia del
principio de autosuficiencia.
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principios en la normativa comunitaria se produce a principios de la década de
los noventa del siglo pasado, aunque su origen es anterior (46). Y hoy en dia
podemos encontrar su proclamacién expresa en la Directiva Marco de Residuos.

Y también, conforme a esta, en nuestra normativa interna, en la Ley de
residuos y suelos contaminados, para una economia circular que: i) en primer
lugar, como férmula general (art. 9), impone la obligacién de las Administraciones
competentes de adoptar las medidas necesarias orientadas al establecimiento de
una red integrada de instalaciones de eliminacién de residuos y de instalaciones
para la valorizacién de residuos domésticos mezclados; ii) en segundo lugar, ya
relacionado especificamente con los traslados (art. 31.1), los traslados de residuos
se efectuaran teniendo en cuenta los principios de autosuficiencia y proximidad, de
acuerdo precisamente con los previsto en el articulo 9; y iii) por Ultimo, en tercer
lugar, prevé (art. 31.4), conectado con el Reglamento comunitario de 2006, la
posibilidad de oposicién a los traslados con fines de eliminacién cuando estos no
se ajusten a las previsiones de la Directiva Marco relacionadas con los principios
de proximidad y autosuficiencia.

Como se ve, dada la referencia que el articulo 31.1 hace al articulo 9,
la Ley de residuos y suelos contaminados para una economia circular equipara
los residuos destinados a eliminacién y los residuos domésticos mezclados des-
tinados a valorizacién desde el punto de vista de los principios de proximidad
y autosuficiencia, en perfecta sintonia asi con lo establecido por la Directiva
Marco de 2008. Sin embargo, en sentido opuesto, parece que la Ley no haya
querido explotar todo el potencial que el Derecho comunitario atribuye a estos
principios como base para la imposicién de restricciones al tréfico de residuos.

Por lo pronto, es fécil observar que la Ley no contempla que aquellos
principios, junto con el de prioridad de la valorizacién, puedan servir de funda-
mento para el establecimiento de medidas de prohibicién general o parcial a las
operaciones de traslado de residuos destinados a eliminacién (47). Asimismo,
por lo que se refiere a los traslados de residuos destinados a valorizacién,
puede comprobarse que la normativa estatal no hace ninguna mencién a
aquellos principios al regular las causas de oposicién a tales traslados, cuando

(46) Como ha sefalado M. Campins Erimia, 2016: 1.293, en el Convenio de Basilea
podemos encontrar expresamente reconocido el principio de autosuficiencia (art. 4), y también
en buena medida el principio de proximidad, pues aunque el Convenio no contiene una procla-
macién explicita del mismo, si que se alude a él de manera indirecta en diferentes momentos.
Sobre el origen de estos principios, es frecuente la referencia a N. be Sapeteer, 1994: 89-110.

(47) La primera causa de oposicién que recoge el Reglamento 1013/2006 [art. 11.a]]
consiste precisamente en que el traslado o la eliminacién no se ajusten a las medidas de
prohibicién total o parcial de traslados de residuos o de objecién sistemdtica a los mismos
adoptadas para aplicar los principios de proximidad, prioridad de valorizacién y autosufi-
ciencia a escala comunitaria y nacional.
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resulta que la normativa comunitaria, la Directiva de 2008, si ha admitido
expresamente el juego de dichos principios como base para la imposicién
de restricciones a los traslados destinados a valorizacién cuando se trata de
residuos domésticos mezclados.

En este sentido, ya lo dijimos antes, convendria que la Ley dejara bien a las
claras que los traslados de residuos domésticos mezclados quedan equiparados,
a todos los efectos, a los de los residuos que tienen como fin la eliminacién.

Asi lo impone el Reglamento 1013/2006 (48).

Por dltimo, algo que también llama mucho la atencién. Al referirse a los
principios de proximidad y autosuficiencia, la Ley, en su articulo 9, vincula
la existencia de la red integrada de instalaciones a las operaciones de eli-
minacién, cualquiera que sea la tipologia de los residuos, y de valorizacién,
cuando se trata de residuos domésticos mezclados. Y, acto seguido, afirma
enfdticamente que «para proteger la red se podrén limitar los traslados de
residuos conforme a lo establecido en el articulo 32.3». Resulta, sin embargo,
que este precepto al que se hace remisidn no es el que regula los traslados en
el interior del ferritorio nacional, sino los traslados interestatales; y ain mds, se
refiere Unicamente a los traslados procedentes de terceros paises —Estados que
no son miembros de la Unién Europea— de residuos destinados a instalaciones
de incineracién que estén clasificadas como valorizacién.

En fin, bien podria pensarse que el potencial de los principios de proxi-
midad y autosuficiencia queda minimizado en la Ley.

4, Los traslados de residuos en el interior de las comunidades
auténomas

A diferencia de la Ley 22/2011, que entendia los traslados en el interior
del territorio del Estado como el transporte de residuos —para su eliminacién

(48) Bien es cierto que el Reglamento de 2006 no contempla la equiparacién desde el
punto de vista de los principios de proximidad y autosuficiencia. Pero ello es debido a una razén
puramente cronolégica, en la medida que la aplicacién de tales principios a los traslados para
valorizacién de los residuos domésticos mezclados constituye una novedad introducida por la
Directiva Marco de Residuos (art. 16). No obstante, la jurisprudencia comunitaria (STSJUE de 12
de diciembre de 2013, entre ofras) se ha encargado de advertir que, tras la entrada en vigor
de la Directiva de 2008, las prescripciones del Reglamento de 2006 se han de interpretar de
conformidad con la previsién contenida en el articulo 16 de la Directiva. Ademds, no podemos
olvidar que el Reglamento de 2006 si que establece expresamente la equiparacién de ambos
supuestos —residuos destinados a eliminacién y residuos domésticos mezclados destinados a
valorizacién— en todo lo que ataiie al régimen de los traslados. Refiriéndose a la situacién
existente antes de la aparicién de las normas comunitarias mencionadas, A. EsTelta DE NORIEGA,
2000: 45, habia sefialado que la legitimacién de un trato diferenciador para los residuos des-
tinados a valorizacién y los destinados a valorizacién no quedaba adecuadamente clarificada
desde el punto de vista de los principios de proximidad y autosuficiencia.
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o valorizacién— «desde una comunidad auténoma a otra» (art. 25), ahora en
la nueva Ley esta Gltima precisién ha desaparecido. Con buen criterio, porque
es obvio que bajo el epigrafe general no solo tienen cabida los traslados
entre comunidades auténomas que regula la normativa estatal bésica, sino
también los traslados que se producen integramente dentro del territorio de
una comunidad auténoma.

El ¢ltimo apartado del articulo 31, el apartado 11, hace alusién a esta
situacién, cuya regulacién habrd de corresponder a cada una de las diferentes
comunidades auténomas. No obstante, como regla bésica, la Ley impone un
requerimiento, que es reproduccién del mismo que el Reglamento 1013/2006
exige de la normativa de los Estados miembros respecto de la regulacién comu-
nitaria: que se asegure la coherencia entre ambas legislaciones; en este caso
serd entre la regulacién que puedan establecer las comunidades auténomas
para los traslados interiores y la que recoge la propia Ley para los traslados
entre comunidades. La Ley impone que la coherencia se ha de observar espe-
cialmente en todo lo que afecta al documento de identificacién, al contrato de
tratamiento y a la notificacién previa.

En resumen, con esta exigencia lo que la Ley prefende es asegurar que
las regulaciones autonémicas respeten, a la hora de definir el régimen de los
traslados interiores, uno de los principios esenciales que nos viene dado desde
la normativa comunitaria de los traslados: el principio de diferencia de trato
segln destino. Que, como sabemos, determina la aplicacién de un régimen
procedimental més riguroso y restrictivo para los traslados destinados a eli-
minacién que para los traslados destinados a valorizacién. Con la salvedad,
que también conocemos, de los traslados con fines de valorizacién que tengan
como objeto residuos domésticos mezclados.

V. ¢ MEDIDAS ADICIONALES DE PROTECCION?

Es cierto que la mayor o menor intensidad que la Ley atribuya a los
principios de proximidad y autosuficiencia, siempre dentro de los mérgenes
de la normativa comunitaria, se puede entender como una cuestién de opor-
tunidad (49). Pero surge en este punto una cuestién afiadida que creemos
que deberia plantearse. Y que afecta a la regulacién tanto de los traslados

(49) A. Ruiz be Arocapa EspiNosa, 2015: 505, destaca la conveniencia de aplicar los
principios de proximidad y autosuficiencia por efecto que tienen de reducir los riesgos inherentes
al transporte de los residuos. En sentido contrario, sin embargo, sefiala que una aplicacién
demasiado rigida de los mismos puede provocar un fenémeno de des-economia de escala,
en el sentido de que las instalaciones de residuos, para estar correctamente dimensionadas
y ser sostenibles econédmicamente, no pueden circunscribirse a un dmbito territorial reducido.
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intraestatales como de los intracomunitarios. El interrogante serd el siguiente:
sseria admisible que el legislador estatal hubiera establecido medidas de mayor
proteccién ambiental que las comunitarias? O lo que es lo mismo, zes posi-
ble que la regulacién estatal amplie el juego o dmbito de aplicacién que las
normas comunitarias atribuyen a los principios de proximidad y suficiencia?

Es conocido que las técnicas puestas al servicio de la libertad de circula-
cién de mercancias (50) admiten excepciones. Asi lo prevé el TFUE (art. 36),
donde se indican las causas o razones (de orden piblico, proteccién de la
salud, efc.) que pueden justificar la imposicién de restricciones o prohibiciones
a la importacién, exportacién o trdnsito de mercancias. Entre esas causas no se
menciona expresamente la proteccién del medio ambiente. Pero la jurispruden-
cia comunitaria se ha encargado de dar entrada a este factor a través de la
conocida teoria de las «exigencias imperativas», que entiende que los motivos
de excepcién previstos en el Tratado no constituyen numerus clausus, y que
cabe admitir la existencia de otros intereses, entre ellos los medioambientales,
que puedan ser legitimamente invocados por los Estados para la imposicién
de limitaciones al libre comercio (51).

La misma jurisprudencia se ha encargado de precisar cudles son los requi-
sitos que deben reunir las medidas restrictivas de los intercambios comunitarios,
amparadas en la proteccién del medio ambiente, para que puedan considerarse
legitimas: el primero, que la medida sea 0til, necesaria y proporcionada; y el
segundo, que la medida no sea discriminatoria (52).

No obstante, como igualmente ha sefialado la jurisprudencia comunitaria,
la teoria de las exigencias imperativas parte de una premisa indispensable:
solo puede ponerse en juego en una situacién de ausencia de regulacién
armonizada. En ofro caso, el principio de libre circulacién de mercancias desa-
parece, o mejor dicho, su alcance pasa a quedar configurado en los términos
definidos por la normativa armonizadora. Tal es lo que sucede, justamente,
en el caso de los traslados de residuos, dada la regulacién contenida en el

(50) Entre las més relevantes, la prohibicién de imponer limitaciones cuantitativas a
las importaciones y exportaciones o la de adoptar medidas de efecto equivalente (arts. 34
y 35 TFUE).

(51) Su origen se remonta a la famosa sentencia «Cassis de Dijon» (STJCE de 20 de
febrero de 1979).

(52) Es inferesante remarcar la interpretacion de este requisito que hizo el Tribunal de
Luxemburgo en la ya citada sentencia «Déchets Wallons», al asociarlo a los principios de
proximidad y autosuficiencia y derivar de ahi —con el efecto de atemperar su rigidez— una
interpretacién del criterio de no discriminacién de acuerdo con las particularidades y principios
propios de la politica comunitaria de residuos. E. Atonso Garcia, 1993, ha advertido que el
régimen de las restricciones a la libre circulacién de mercancias deberia ser aplicado desde
la perspectiva de los objetivos y principios especificos que sirven de fundamento a la politica
de residuos y, en general, a la politica ambiental.
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Reglamento 1013/2006. Asi pues, habida cuenta que esta norma acoge los
principios de proximidad y autosuficiencia como fundamento para la imposicién
de limitaciones a los traslados de residuos, cualquier medida restrictiva que
adopte un Estado miembro habré de contrastarse con los términos y alcance
concretos que el Reglamento de 2006 atribuye a los principios sefialados (53).

Este planteamiento desde luego afecta a la regulacién de los traslados
intfracomunitarios, pero también podria predicarse —lo dijimos antes— respecto
de los traslados intraestatales, dada la exigencia de coherencia que el régimen
de estos debe guardar con el sistema comunitario. Asi las cosas, todo pareceria
indicar que los Estados miembros carecen de margen de actuacién para esta-
blecer, en aplicacién de aquellos principios, un régimen de restricciones a los
traslados de residuos —infracomunitarios e intraestatales— mds extenso que el
resultante de la normativa comunitaria. Dicha conclusién, sin embargo, requiere
alguna matizacién, a la vista de un dato que no debemos pasar por alto. La
normativa comunitaria que regula los traslados de residuos tiene su fundamento
juridico en el articulo 175 TCE (hoy art. 192 TFUE). De este modo, cabria la
posibilidad, de conformidad con lo establecido en el articulo 193 TFUE, de
que los Estados miembros pudieran adoptar «medidas de mayor proteccién».
Y podria suceder, por tanto, que esas medidas se tradujeran en la previsién de
un régimen mds restrictivo para los traslados que el disefiado por el Reglamento
de 2006. Es cierto que, segin dispone igualmente el articulo 193 TFUE, tales
medidas de mayor proteccién solo son admisibles cuando resulten «compa-
tibles con los Tratados» (54). Y que eso ha de entenderse, en opinién de la
jurisprudencia comunitaria, como equivalente al respeto a los articulos 34, 35
y 36 TFUE, esto es, como sinénimo de la prohibicién de imponer restricciones
cuantitativas a las importaciones y exportaciones, o de adoptar medidas de
efecto equivalente. Sin embargo, conforme a la misma jurisprudencia, esas
prohibiciones admiten salvedades cuando estas vengan justificadas por una de
las excepciones sefialadas en el articulo 36 del Tratado, o, en otro caso, por
una razén imperativa en materia de proteccién del medio ambiente.

Parece asi que entrdramos en una especia de circulo vicioso: las medidas
de mayor proteccién restrictivas solo se admiten si son compatibles con el Tra-

(53) Véase, en este sentido, la STJUE de 13 de diciembre de 2011 (relativa al asunto
«Daimler Chrysler») donde se afirma que cuando «una medida nacional que prohibe de manera
general la exportacién de residuos destinados a eliminacién estd justificada por los principios
de proximidad, de prioridad de la valorizacién y de autosuficiencia (...) no es necesario
comprobar, ademds, si esta medida nacional es conforme a los articulos 34 y 36 del tratado».

(54) O. SerraNo Parepes, 2015: 15, ha sefialado que «en cualquier caso, los motivos en
los que se basen las objeciones deben en todo momento ser compatibles con el Tratado; esto
es, no sélo deben ser «coherentes» con el Reglamento 1013/2006 sino con otros principios
que resulten de aplicacién, como pudiera ser el principio de proporcionalidads.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, XXI, Zaragoza, 2022, pp. 311-344 341



BARTOMEU TRIAS PRATS

tado; y solo son compatibles con el Tratado si respetan el régimen bdsico de
la libertad de circulacién de mercancias. No obstante, ya hemos visto que ese
régimen bdsico contempla la existencia de excepciones a las técnicas puestas
al servicio de la libertad fundamental, y también que dichas excepciones han
sido interpretadas de forma generosa por la jurisprudencia, de manera que
en la préctica ello supondria tanto como extender la teoria de las «exigencias
imperativas» a los dmbitos sometidos a regulacién armonizada. Desde este
punto de vista, precisamente, algin autor no ha dudado en afirmar que la
interpretacién —a sensu contrario— de la jurisprudencia comunitaria abriria
la puerta a una respuesta afirmativa a los interrogantes que plantedbamos al
inicio (55). Es decir, a la posibilidad de que las regulaciones estatales esta-
blecieran un régimen del traslado de residuos —intracomunitarios e intraesta-
tales— mds restrictivo que el establecido en la normativa europea. Siempre y
cuando, eso por supuesto, las medidas adoptadas resultaran necesarias, Gtiles,
proporcionadas y no discriminatorias.

Es facil comprobar que la Ley de residuos y suelos contaminados no ha
ido por esa senda.

VI. CONCLUSIONES

De la regulacién de los traslados que contiene la nueva Ley de residuos y
suelos contaminados para una economia circular lo primero que podria decirse
es que aporta pocas novedades respecto de la contenida en la legislacién
anterior. Algo que es facil de entender si tenemos en cuenta que la principal
normativa que constituye su marco de referencia sigue siendo la misma que la
que estaba vigente con la ley anterior. Nos referimos al Derecho comunitario
y, en particular, a la Directiva Marco de Residuos de 2008 y al Reglamento
relativo a los traslados de 2006.

La diferente naturaleza de estas dos normas, desde el punto de vista de
su impacto sobre los ordenamientos internos de los Estados miembros, puede
servir sin duda para explicar la distinta textura que presenta la regulacién de la
Ley en cuanto a la concrecién de sus determinaciones. Asi, junto a normas que
son simple remisién genérica a las prescripciones del Reglamento comunitario
podemos encontrar ofras disposiciones que tienen un cardcter muy singular y
preciso, como por ejemplo las que se refieren a los traslados de aceites usados
o los traslados de residuos destinados a incineradoras clasificadas como valo-
rizacién, cuya razén de ser no es otra que la de incorporar al ordenamiento
interno, reproduciéndolas, las reglas de la Directiva Marco.

(55) R. SerraNO Lozano, 2007: 198-216.
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También la Ley se muestra dispar en cuanto a la jerarquia de la regula-
cién. En ocasiones resulta excesivamente reglamentista, centrada en cuestiones
procedimentales de detalle. Y en otras, en cambio, olvida incorporar al rango
de la regulacién legal elementos o aspectos que son muy relevantes en el
régimen de los traslados, como es el que se refiere al contrato de tratamiento,
que ni siquiera menciona, o como lo que el que tiene que ver con el rechazo
de los residuos, que tampoco la Ley contempla.

En el orden sustantivo, se puede mencionar el protagonismo relativamente
discreto que la Ley atribuye a los principios de proximidad y suficiencia en
los traslados de residuos en el interior del territorio nacional. Y, relacionado
con esto, la necesidad de clarificar de modo més contundente la equiparacién
que ha de haber, en cuanto al régimen aplicable, especialmente en lo que
atafie a las causas de oposicién, entre los traslados destinados a eliminacién,
cualquiera que sea el tipo de residuo que se traslade, y los traslados de
residuos domésticos mezclados, cualquiera que sea la clase de operacién a
la que se destinen.
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